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R., A. S. S/ INSANIA Y CURATELA.-

CAUSA Nº: 2180/1

                                                           R.S.D. Nº: 111/11.-

FOLIO Nº:741

En la ciudad de San Justo, Provincia de Buenos  Aires, a  los 13 días del mes de Septiembre de dos mil once, reunidos en Acuerdo Ordinario, los Señores Jueces de la Excelentísima Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial, Sala Primera, del Departamento Judicial La Matanza, Doctores, Eduardo Angel Roberto Alonso, José Nicolás Taraborrelli y Ramón Domingo Posca para dictar pronunciamiento en los autos caratulados: "R., A. S. s/ Insania y Curatela", causa nº 2180/1, habiéndose  practicado el sorteo pertinente -art.168 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires-, resultó  que  debía  ser observado el siguiente orden de votación: POSCA - TARABORRELLI, (Se deja constancia que el Dr. Alonso no ha integrado el sorteo por encontrarse en uso de licencia), resolviéndose plantear y votar las siguientes:

C U E S T I O NES 

1ª Cuestión: ¿Resulta procedente la elevación en consulta en el supuesto de la declaración de interdicción dispuesta en la instancia de grado?

2ª Cuestión: En caso afirmativo, ¿La resolución objeto del recurso se ajusta a los extremos legales requeridos?

VOTACIÓN

A LA PRIMERA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR RAMON DOMINGO POSCA, DIJO:

 
I.- Antecedentes


 a) Que a fojas 69/74 el Sr. Juez de grado declaró la interdicción civil de  A. S. R. (DNI N°: 34.276.129) y su incapacidad en los términos de los arts. 54 inc. 3 y 141 del Código Civil, al considerar acreditados los extremos legales que imponen los artículos 620, 622, 625, 626 y concordantes del Código Procedimiento Civil de la Provincia de Buenos Aires. Nombró curador definitivo, impuso la obligación semestral de rendir cuentas y fijó un plazo de 60 días a efectos de inventariar y denunciar bienes del insano. Libró las órdenes del caso a efectos de toma de razón por el Registro del Estado Civil y Capacidad de las personas e impuso las costas a la causante, regulando honorarios profesionales.          


b) A fs. 75 y 77 se notifican de la sentencia, la señora Asesora de Incapaces Departamental N° 3, Dra. S. V. G. y el Sr. Titular de la Unidad Funcional de Defensa N° 3 Departamental, Dr. H. R. K. respectivamente, y a fs.81se notifica la Sra. Titular de la Unidad Funcional de Defensa N°4 Deptal. en su carácter de curadora provisoria, a fs.79/80 se notifican a la causante y a la Sra. S. P. V., esta última designada curadora definitiva a fs.72.                                    


c) Encontrándose firme la sentencia, conforme los antecedentes relatados, se dispone la elevación a esta Alzada en virtud de lo ordenado en el pto.6 de fs.70vta.

II. Extremos acreditados

En este estadio procesal, corresponde verificar si se han acreditado los extremos pertinentes y necesarios a la decisión que condujo a la declaración de interdicción civil de A. S. R., DNI Nº: 34.276.129 y su incapacidad en los términos de los artículos 54 inc. 3° y 141 del Código Civil.

            Importa señalar que el juicio de declaración de demencia es un proceso especial regulado por las normas sustanciales contenidas en los artículos 140 a 152  del Código Civil, que se complementan con las disposiciones de los códigos de forma, y que se organiza con una específica finalidad tuitiva, en resguardo de los intereses y de la persona del presunto incapaz, aspectos en los que se encuentra comprometido el orden público (CC00203 LP95454 RSD-17-1 S 30-10-2001, M., G. A. s/ Insania.- B353426).

Como señalara la Cámara colega del Departamento Judicial de Morón “El proceso de incapacitación por demencia es aquel proceso de cognición, constitutivo y especial por un fundamento jurídico material, que tiende a obtener la incapacidad de una persona demente. Es un proceso, puesto que en él interviene un órgano jurisdiccional en cuanto tal, tratando de satisfacer una pretensión procesal auténtica. Es un proceso de cognición porque en él la pretensión procesal se satisface mediante una resolución en que se pronuncia la incapacidad o la capacidad del sujeto pasivo del proceso. Es un proceso constitutivo, porque en el proceso de incapacitación no se constata una situación jurídica material preexistente, sino que se crea de nuevo, ya que el incapaz lo es solo a partir de la resolución en que así se proclama (art. 140 del Código Civil). Es un proceso especial por un fundamento jurídico material, puesto que la hipótesis singular a que obedece es la especialidad material de la causa de incapacidad en que se basa la pretensión correspondiente. Y, finalmente, tiene a obtener la incapacidad de un demente, puesto que la enfermedad justifica la privación de la capacidad de obrar de una persona, debiendo tenerse aquí en cuenta que los artículos 468, 469 y sgtes. del Código Civil establecen que hay que nombrar a los dementes, precediendo a la declaración que son incapaces para la administración de sus bienes (CC0001 MO 52001 RSD-246-5 S 13-10-2005, P. L. Ls/Insania-B2300825).


En este entendimiento, y a pesar de no encontrarse expresamente prevista                                                                   la elevación en consulta de las actuaciones a esta Alzada en la actual redacción del art. 838 del CPCC - toda vez que el mismo regulaba la referida consulta en el marco de le ley 11.453, hoy modificada para este Departamento judicial por la ley 13.634- la gravedad de una declaración de insania hace aconsejable tal procedimiento, consulta que a criterio de este Tribunal no resulta extensiva en los supuestos de rehabilitación del insano ni en los casos de inhabilitación  (artículo 152 bis del Código Civil).


Al respecto, señala Kielmanovich, que “la elevación en consulta que prescriben los artículos 253 bis y 633, in fine del CPCCN tiene por finalidad obtener la revisión del procedimiento que condujo a la declaración de incapacidad por parte del tribunal de alzada, el que debe determinar si se han observado las formalidades previstas especialmente por la ley para este tipo de procesos; razón por la cual no procede cuando se trata de la sentencia que rehabilita a quien había sido declarado demente, pues la decisión le devuelve su capacidad” (Kielmanovich, Jorge: Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, T°1 com. Art. 253 bis, pág. 473; C.Nac.C. Sala A 7/2/1991 ED 141-501, loc. Cit. Pág. 473). 
De aquí que en garantía de la seriedad y corrección del proceso resulte necesaria la verificación judicial, la necesidad del examen de facultativos como las características del dictamen médico; desde otro aspecto verificar si quienes solicitan la declaración de demencia se encuentran habilitados para ello como la del nombramiento de los curadores provisionales que representan al denunciado durante la tramitación.

Por ello, considero procedente la elevación en consulta de la declaración de interdicción dispuesta en la liminar instancia, lo que así propongo a mi distinguido Colega.

 
Por las consideraciones legales, doctrinarias y jurisprudenciales expuestas, VOTO  POR LA AFIRMATIVA. 

Por análogos fundamentos el Doctor Taraborrelli también VOTA  EN EL MISMO SENTIDO.

A LA SEGUNDA CUESTION EL SEÑOR JUEZ DOCTOR RAMON DOMINGO POSCA, DIJO:


Dilucidada que fuera la cuestión de la elevación en consulta, he de abocarme a evaluar si en la especie, se encuentran acreditados los extremos legales pertinentes a los fines de decretar la interdicción de una persona. 


Así de la compulsa de marras infiero: que el requerimiento, por inhabilitación judicial, es iniciado por pedido de la señora S. P. V. con el patrocinio del Dr. L. – Titular de la Unidad Funcional de la Defensa N°5 Deptal. La peticionante resulta ser la madre de la causante conforme lo acredita con la correspondiente documentación (ver fs.2/4), teniendo, conforme el contexto de la causa, la correspondiente legitimación. Asimismo, resulta propicio mencionar, que la requirente acompañó copia del certificado médico de la causante el que fue suscripto por la Dra. M. D. G. (Psiquiatra) y la Dra. G. A. Directora (fs.5/5vta), quienes se expiden sobre la enfermedad padecida por la causante (ver fs.5vta). A fs.11 tomó intervención la Sra. Asesora de Incapaces, dando su aprobación a la continuidad de las actuaciones, al haberse cumplido con las previsiones del art. 618 del CPCC. Designado el curador provisorio a fs.18, aceptó el cargo y tomo intervención a fs.25 la Sra. Titular de la Defensoría Oficial N° 7 Departamental, Dra. A. S. G., quedando de tal modo, garantizada la defensa en pleito de la presunta insana y especialmente en el trámite de averiguación de su efectivo estado mental (arg. art. 622 CPCC).


A fs.22/24vta obran las declaraciones testimoniales de R., C. M., G., Z. S. y G., R., las que resultan contestes al indicar la carencia de medios económicos apropiados y el trato dispensado que recibe la causante por parte de su madre. 

Por otro lado, se encuentran adunadas las medidas administrativas recabadas durante el proceso en resguardo de los intereses dirigidos a la persona como a sus bienes (ver Inhibición General de Bienes de fs. 421/42vta, Planilla Ley 7205 de fs.47/47vta, Informe del Registro Nacional de Reincidencia de fs.33/35vta)

A fs.56/58, los peritos psiquiatras B. E. H., Luisa B. y R. M. elevan su dictamen. En las conclusiones, en su punto primero, al destacar el diagnóstico obtenido de la causante, y sin perjuicio del error material que surge del mismo respecto al apellido de la misma, expresan “…del examen semiológico al momento de la entrevista de R., A. S. presenta un cuadro de RETRASO MENTAL MODERADO”. Se encuentra en estado de alienación mental (demencia en sentido jurídico). 2) fecha aproximada en que la enfermedad se manifestó: congénito. 3) pronóstico: reservado, incurable desde los conocimientos médicos actuales. 4) régimen aconsejado para la protección y asistencia: cuidado permanente y supervisión adhesión al tratamiento, por parte de terceros responsables. 5) necesidad de internación: no mientras se cumpla con el punto anterior”.

A fs.59, el Sr. Juez de grado, resuelve en virtud de las facultades que confiere a los jueces el art. 36 del CPCC, dejar sin efecto el informe socio ambiental ordenado a fs.12vta, 4° párrafo, prescindiendo de su producción, notificándose de lo allí decidido la Dra. Dolores C. Medina. Interinamente a cargo de la Unidad Funcional de Defensa N° 5 Deptal a fs.60, la Dra. A. S. G., Titular de la Unidad Funcional de Defensa N°7 Deptal a fs.62, la causante y la madre de la misma a fs.63 y la Sra Asesora de Incapaces Dra. S. V. G., Titular a cargo de la Asesoría de Incapaces N°3 Deptal.

Sin perjuicio de ello, no pueden obviarse en el caso las características que presenta – como de ordinario sucede prácticamente en las generales de los casos -, la situación social del presunto insano. Las carencias de bienes e ingresos de la causante mencionada a fs. 7/7vta no puede escindirse del requerimiento de amplio informe ambiental en el domicilio real de la presunta insana y de su pretensa curadora (ver fs.8/8vta). Ello resulta acompañado por el dictamen de la Sra. Asesora de Incapaces, con requerimiento del Equipo Técnico del Juzgado, en términos que son muy precisos y congruentes con al finalidad de este proceso de Insania y Curatela, al solicitarse que el amplio informe ambiental debe incluir además entrevista con los miembros de la familia  conviviente e información respecto de la familia extendida, a los efectos que el perito social evalúe el grado de contención familiar adecuado (ver fs.11/11vta). La Sra. Asesora destaca se de cumplimiento, además a la Regla 69 de las cien reglas de Brasilia sobre acceso a la Justicia de las personas en condiciones en vulnerabilidad. (ver fs.11/11vta).

La finalidad del amplio informe socio ambiental no se suple con las declaraciones testimoniales de fs.22/22vta, 23/23vta y 24/24vta., en lo que concierne al aspecto socioeconómico de la causante.

En tal contexto, resulta imperioso acordar si, bajo tales facultades que el ordenamiento otorga a los sentenciantes, corresponde enmarcar la aquella de prescindir determinada prueba, dentro de un proceso con las características como el presente.

El trabajo social en materia de salud orienta a focalizar situaciones de riesgo o abandono, de modo que tiende a eliminar o reducir desigualdades para aquellas personas con capacidades especiales, vinculadas a las dificultades económicas o a la consolidación de ámbitos de contención. 

El asistente social detecta en el ambiente falencias y dificultades; informa y previene de acuerdo a su formación profesional. Su tarea es imprescindible para indagar lo concreto desde la intemperie y constituye un colaborador del magistrado,  tarea que no puede ser suplida con testigos. Los testigos declaran sobre hechos que han sido percibidos por sus sentidos, son profanos y no tienen posibilidad de determinar el grado de dificultad que pueda presentar  desde lo social, la causante y su entorno.                            

El informe socio-ambiental es integrador de secuencias socio-económicas, especialmente cuando el relevamiento se efectiviza en márgenes sociales con desamparo y exclusiones.

El fuero de familia por su naturaleza es multidisciplinario y ha sido creado para optimizar el entendimiento de causas muy complejas cuyo valor no es precisamente económico, por estar fundadas en necesidades básicas de la persona, sus vínculos y desarraigos, sus orfandades y conflictos familiares. En ese amplio abanico, meramente enunciativo,  también queda comprendida la problemática de la salud mental.

El proceso de interdicción es por naturaleza esencialmente cautelar, de modo que habilita a volver sobre sus pasos, exigencia que por otra parte se acentúa con mayor sensibilidad  en los principios de la Ley de Salud Mental.

La Ley 26.657 de Salud Mental (sancionada el 25/11/2010 y publicada en el B. O. el 3/12/2010)  procura un objeto amplio de tutela que abarca las diversas facetas de la persona con discapacidad, porque “tiene por objeto asegurar el derecho a la protección de la salud mental de todas las personas, y el pleno goce de los derechos humanos de aquellas con padecimiento mental que se encuentran en el territorio nacional, reconocidos en los instrumentos internacionales de derechos humanos, con jerarquía constitucional, sin perjuicio de las regulaciones más beneficiosas que para la protección  de estos derechos  puedan establecer las provincias y la Ciudad Autónoma de Buenos Aires” (Art. 1º). La doctrina al respecto ha expresado: “En esta línea se inscribe la Convención sobre Derechos de las Personas con Discapacidad aprobada por las Naciones Unidas, que fue ratificada por nuestro país por ley  26378 publicada en el BO el 9/6/2008. Dicha Convención, corolario de varios documentos internacionales que le precedieron, ha sido una muestra de la reacción del derecho tratando no solo de atender a estas personas como titulares de  relaciones jurídicas patrimoniales, sino – antes bien – persiguiendo el reconocimiento de su dignidad personal, cuya efectivización requiere la puesta en marcha de medidas concretas que van mucho más allá de los sistemas de representación y asistencia que el mundo jurídico organiza para que puedan actuar. De lo que se trata es de garantizar su privacidad, su honor, su derecho a la salud, asegurando que las personas con discapacidad tengan los mismos derechos que las que no la padecen e igualdad de oportunidad de gozar de tales derechos”. (HOOF, Irene y RIVERA, Julio César, “La nueva Ley 26657 de Salud Mental”, Jurisprudencia Argentina, fascículo  nº 8, 2011-II, semanario del 25/5/2011, págs. 1 y ss). (Principios de las Naciones Unidas para la Protección de los Enfermos Mentales y para el Mejoramiento de la Atención de la Salud Mental, aprobado por la Asamblea General, Resolución 46/119 del 17/12/1991, Declaración de Caracas de la Organización Panamericana de la Salud y de la Organización Mundial de la Salud, para la Restructuración de la Atención Psiquiátrica dentro de los Sistemas Locales de Salud, del 14/11/1990; Principios de Brasilia como, 9/11/1990 y la consideración de los instrumentos de orientación para la planificación de políticas públicas).; (Ley 25.280 que ratifica la Convención Interamericana para la Eliminación de todas las Formas de Discriminación contra las personas con Discapacidad.). Sin perjuicio de la compleja legislación  y su interpretación, lo concreto es que integra un universo normativo con jerarquía constitucional y con cláusulas directamente operativas. Ello por si solo plantea la necesidad de integrar la labor jurisdiccional a todos los recursos disponibles. La autonomía e independencia individual de las personas con capacidades especiales requiere considerar su cuadro de situación ambiental. En este aspecto destaco lo prescripto en los artículos 3 – amplia definición del concepto de salud mental -, 6 – ámbito de aplicación-,  7 – Derecho de las personas con padecimiento mental-, 8 – modalidad de abordaje (intervención de un equipo interdisciplinario que también comprende al trabajo social), 11 – Desarrollo Social, acciones de inclusión laboral, etc -,  13 – del equipo interdisciplinario -, 14, 29, 42  y concordantes de la flamante ley de Salud Mental. Sin perjuicio del art. 42 que modifica al Código Civil, al incorporar el artículo 152 ter, de por si sustancial para justificar que el juez de grado disponga en todos los casos del tenor que nos ocupa, la realización de un informe socio-ambiental, lo concreto es que la ley instaura la exigencia de un abordaje multidisciplinario de la problemática de la salud mental. Esta legislación se aplica de oficio y en cualquier causa, sin menoscabarla según su estado. Este abordaje interdisciplinario, deriva de una garantía constitucional con carácter operativo, comprende también al Trabajador Social. (Arts 8 y  42 de la Ley de Salud Mental Nº 26.657 que incorpora el art. 152 ter al Código Civil). Inclusive, del informe psiquiátrico de fs.56/58 se desprende el grado de escolaridad de la causante y referencias de la madre infiriéndose la necesidad de ayuda para continuar sus estudios, su incomprensión de la lectoescritura y su asistencia a la escuela laboral del padre Mario.(ver fs.56). Estas y otras cuestiones requieren precisamente un abordaje socio ambiental. No hay que olvidar que la nueva ley de salud mental al enumerar los derechos de las personas con padecimiento mental también enuncia el “derecho al que el padecimiento mental no sea considerado un estado inmodificable”. (art. 7 inc n), ley 26657). Ello comprende la exploración mediante todo recurso material o humano disponibles de las potencialidades de las personas con capacidades especiales.                                               

La persona tiene tutela constitucional integral y en todas sus facetas se revela la necesidad de preservar un derecho humano. El acceso a la salud se cristaliza con el proceso judicial de protección al incapaz, quien  requiere el auxilio del llamado proceso justo en cuyo trazado no puede prescindirse de un amplio informe social.

Ningún recurso material o humano disponible puede ser prescindido por la jurisdicción. Los tribunales de Familia se integran con colaboradores especialistas en distintas ramas de la ciencia, entre ellos los trabajadores sociales. La integración de una planta funcional de asistentes sociales constituye una evolución en el abordaje del derecho de familia, de modo que al actuar en el ámbito del mismo tribunal y con relación directa con el magistrado, constituye su intervención un aporte valioso para el mejor esclarecimiento de la problemática social de la causante. La labor del equipo técnico del juzgado facilita la inmediata realización de pericias o informes. (Doct. Art. 844 CPCC). Dispone en lo pertinente la ley 13634 – Fuero de Familia y Penal del niño), en lo pertinente que “….funcionará un Equipo Técnico Auxiliar que asistirá inter-disciplinariamente y colaborará con el juez y el consejero en las tareas y funciones que éstos le asignen y con la dotación de personal que fije la Suprema Corte de Justicia, quien deberá proveer la capacitación permanente del mismo en la forma que estime conveniente”.

“Cada Equipo Técnico Auxiliar tendrá asiento en el respectivo juzgado, dependerá de la Asesoría Pericial del Poder Judicial-, y estará integrado por un  (1) médico psiquiatra, un (1) psicólogo   y un (1) trabajador social…”. La dotación puede ser ampliada por  La Suprema Corte de Justicia de acuerdo al índice de litigiosidad. (Art. 12 ley citada).                     

Las incumbencias profesionales correspondientes a los títulos de Asistente Social, Trabajador Social, Licenciado en Servicios Sociales y Licenciado en Trabajo Social, son amplias y su ejercicio no puede ser suplido con declaraciones de testigos.       

Entre sus incumbencias,  caben mencionar:

 
“1. Promover la participación organizada de personas, grupos y comunidades para mejorar su calidad de vida.

2. Realizar acciones de promoción, asistencia y rehabilitación social de personas y grupos.

3. Realizar acciones a nivel individual – familiar, grupal y comunitario que favorezcan el ejercicio, la rehabilitación y el desarrollo de conductas participativas.

4. Realizar acciones tendientes a prevenir la aparición de problemas sociales y/o de sus efectos.

5. Promover la creación, desarrollo, mejoramiento y adecuada utilización de los recursos de la comunidad.

6. Realizar acciones tendientes a mejorar los sistemas de relaciones y de comunicación en los grupos para que estos logren a través, de la autogestión, su desarrollo integral.

7. Brindar orientación y asesoramiento en materia de acción social o personal, grupos e instituciones.

8. Capacitar y orientar a individuos, grupos y comunidades para el empleo de sus propios recursos en la satisfacción de sus necesidades.

9. Organizar, administrar dirigir y supervisar instituciones y servicios de bienestar social.

10. Elaborar, conducir, ejecutar, supervisar y evaluar planes programas y proyectos de acción social.

11. Elaborar, conducir, ejecutar, supervisar y evaluar planes programas y proyectos de promoción comunitaria.

12. Realizar estudios diagnóstico de la realidad social sobre la que deberá actuar.

13. Participar en la investigación y en la elaboración, ejecución y evaluación de planes, programas, proyectos y acciones de distintas áreas, que tengan incidencias en lo socio-cultural.

14. Asesorar en la formulación, ejecución y evaluación de políticas tendientes al bienestar social.

15. Realizar estudios e investigaciones sobre:

a) La realidad socio-cultural y los aspectos epistemológicos del área profesional para crear o perfeccionar modelos teóricos y metodológicos de intervención.

b) Las causas de las distintas problemáticas sociales y los factores que inciden en su génesis y evolución.

16. Realizar peritajes sobre distintas situaciones sociales.” (Conforme Colegio de Asistentes o Trabajadores Sociales de la Provincia de Buenos Aires incumbencia profesionales Ministerio de Educación y Justicia de La Nación Resolución N° 579/86,  www.catspba.org.ar/v3/docs/​Incumbencias1.pdf)

La persona declarada insana tiene el derecho constitucional a ser rehabilitado si las circunstancias sobrevinientes en su estado de salud lo autorizan. (Art. 629 CPCC). Ello requiere de un contacto periódico con la causante y la actualización de los controles médicos. La importancia de la cuestión socio-ambiental es destacada por la doctrina: “Una adecuada reinserción en el medio social, familiar, con la realización de actividades apropiadas y la medicación indicada, facilitará la recuperación de la discapacidad y torna más probable que la rehabilitación ocurra”  (BERMEJO, Patricia, comentario al art. 629 CPCC en “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires”, Rubinzal-Culzoni Editores, Santa Fe 2009, T. II, pág. 456).  La rehabilitación no se agota en la salud mental cuyo diagnóstico podrá revelar cuadros de difícil resolución. La causante tiene derecho a una reinserción social adecuada a sus capacidades especiales en áreas diversas: educativa, laboral, recreativa. En lo que atañe exclusivamente a su salud: el acceso a los tratamientos y medicamentos adecuados. En todo caso se trata  que se conozca sus dificultades de acceso a prestaciones esenciales, de modo que puedan neutralizarse sus carencias,  posibilitándose con ello su acceso a derechos elementales, dándose con ello cumplimiento al principio de igualdad. El informe social brinda información fundada, propia de un diagnóstico ambiental, y ello no puede ser suplido con testigos. La rehabilitación también alcanza a la  consideración de la persona cuyas aptitudes no han sido derogadas,  siguiendo habilitadas sus capacidades especiales y sus necesidades elementales. (Arts. 13 y 18 del Protocolo Adicional a la Convención Americana sobre Derechos Humanos en materia de derechos económicos, sociales y culturales (Protocolo de San Salvador), Convención sobre los Derechos de las personas con Discapacidad; art. 75, inciso 23 Constitución Nacional respecto a “Legislar y promover medidas de acción positiva que garanticen la igualdad real de oportunidades y de trato, y el pleno goce y ejercicio de los derechos reconocidos por esta Constitución y por los tratados internacionales vigentes sobre derechos humanos, en particular respecto de los niños, las mujeres, los ancianos y las personas con discapacidad…”). Resulta indudable que la legislación cimera exige además de la legislación  consecuente con cláusulas constitucionales en esencia operativas, el dinamismo del juez en todos los actos del proceso de interdicción. El juez ordena al proceso justo (Calificación empleada por MORELLO) y en este aspecto con relación al debido proceso sustancial, se ha expresado: “También, y si bien no vinculado en forma directa al debido proceso sustantivo, sino al debido proceso sustancial y por ello conectado con el sentido de las decisiones que  debe dictar el juez, está la idea de lograr la reinserción social y familiar de la persona con discapacidad. Intentar concretar el acceso y disponibilidad de los servicios  de salud especializados, para cumplir con el derecho a la vida digna y a un desarrollo integral, promover y respetar la autonomía personal y  la libertad para resolver sobre la propia salud, son guías rectoras que deben conducir el dictado de pronunciamientos”.(BERMEJO, Patricia, comentario al art. 618 CPCC en “Código Procesal Civil y Comercial de la Provincia de Buenos Aires”, Rubinzal-Culzoni Editores, Santa Fe 2009, T. II, pág. 436).                            

Entiendo que por ser en esencia revisable el procedimiento de interdicción, al requerirse imperativamente un diagnostico actualizado del estado de salud de la causante y de su situación social, de modo que se permita con ello atender sus involuciones o evoluciones y el grado de contención que su situación exige, lo cual ha de requerir   conciencia de sus restricciones en lo social, nada impide preservar los actos procesales cumplidos que incluyen a la sentencia en consulta. Al tratarse de una sentencia con carácter de cosa juzgada abierta, facilita el mejoramiento de los actos procesales llevados a cabo y disponer lo necesario para recabar la información idónea y actualizada – fundada en principios técnicos - del estado socioeconómico de la causante. (Doct. Arts. 34 y 36 del CPCC; arts. 2 y ccdtes de la Ley 26657). El proceso no concluye o se archiva con el dictado de la sentencia, puesto que por su naturaleza es necesario que la causa permanezca abierta para el control y factibilidad de adaptación de las medidas dispuestas (BERMEJO, Patricia, op. cit. pág 457). La integración familiar del insano y la necesidad de dar respuestas a sus necesidades caracteriza a la cosa juzgada como de apertura a asistencia, requerimientos y soluciones, actividades que son complementarias a su estructura.

Al respecto de la elevación en consulta se ha expresado: “Elevados los autos, la Alzada no tiene limitaciones en sus potestades  jurisdiccionales” (Conf. Cám. Nac. Civil, Sala C, Jurisprudencia Argentina 1991-I-765 citado por MORELLO-SOSA-BERIZONCE, “Códigos…t. VII-A,  Librería Editora Platense-Abeledo-Perrot, La Plata 1999, pág. 171).  .

En consecuencia propongo a mis distinguidos colegas se declare prematura la elevación a consulta de la presente causa y se devuelva al juzgado de origen a los efectos que el magistrado actuante disponga con urgencia se practique un amplio informe socio-ambiental en el domicilio de la causante y con su resultado integre la sentencia en consulta, Cumplido el requerimiento, a la mayor brevedad remita las actuaciones a esta Alzada, a sus efectos.                              

Por las consideraciones legales, doctrinarias y jurisprudenciales expuestas, VOTO  POR LA NEGATIVA. 

Por análogos fundamentos, a la segunda cuestión planteada, el Doctor  Taraborrelli  adhiere a los fundamentos del Dr. Posca votando también POR LA NEGATIVA. 

Con lo que terminó el acuerdo que antecede, dictándose la siguiente

S E N T E N C I A

        AUTOS Y VISTOS: CONSIDERANDO: Conforme la votación que instruye el Acuerdo que antecede este Tribunal RESUELVE: 1°) DECLARAR PREMATURA la elevación a consulta de la presente causa y en consecuencia devolver al juzgado de origen a los efectos que el magistrado actuante disponga con urgencia se practique un amplio informe socio-ambiental en el domicilio de la causante y con su resultado integre la sentencia en consulta, Cumplido el requerimiento, a la mayor brevedad remita las actuaciones a esta Alzada, a sus efectos.  2°) NO IMPONER costas de Alzada. (art. 68, segundo párrafo del CPCC). REGISTRESE. DEVUELVASE.



